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Derecho Constitucional del Poder.

Órgano Legislativo.

Derecho Público

Turno Noche. 2016
Organización Legislativa:

El poder legislativo es, por definición, el poder que hace las leyes, facultad que implica la posibilidad de regular, en nombre del pueblo, los derechos y las obligaciones de sus habitantes, respetando la constitución. Para ejercer dicha facultad está investida de una incuestionable autoridad que le otorga la representación de la voluntad popular.

Este poder es derivado, porque constituye un desmembramiento de una única y primitiva autoridad, que concentró todas las funciones en un órgano ejecutivo. Es político en cuanto, junto con el poder ejecutivo y en el marco de sus respectivas competencias constitucionales, tiene a su cargo la dirección política del Estado. Es colegiado por naturaleza, puesto que su forma de organización es plural (dos cámaras o salas), se compone de varios individuos (diputados y senadores).

El Congreso tiene independencia funcional en relación con los otros poderes, y sólo mantiene una "relación de interdependencia por coordinación" con el Poder Ejecutivo, es decir, ambos órganos políticos preservan su independencia, pero están obligados a cooperar en materias determinadas por la Constitución.

Nuestro sistema es BICAMERAL, porque esta compuesto por dos cámaras, la de diputados que representa al pueblo y la de senadores a los estados miembros o provincias. 

Cámara de Diputados: La Honorable Cámara de Diputados de la Nación es la cámara baja del Congreso de la Nación Argentina. Representan a la nación o al pueblo.
Composición:
Art. 45.- La Cámara de Diputados se compondrá de representantes elegidos directamente por el pueblo de las provincias, de la ciudad de Buenos Aires, y de la Capital en caso de traslado, que se consideran a este fin como distritos electorales de un solo Estado y a simple pluralidad de sufragios. El número de representantes será de uno por cada treinta y tres mil habitantes o fracción que no baje de dieciséis mil quinientos. Después de la realización de cada censo, el Congreso fijará la representación con arreglo al mismo, pudiendo aumentar pero no disminuir la base expresada para cada diputado.

Tiene 257 bancas, las cuales pueden ajustarse a los resultados de cada censo efectuado cada diez años, sin que pueda disminuir el número de representantes para cada distrito. El número de miembros es indeterminado pero determinable en proporción a los habitantes de cada distrito electoral. 

Forma de elección y duración del mandato: 
La constitución exige sufragio directo por distritos electorales a simple pluralidad de sufragios.. DIRECTO porque no hay intermediarios entre la voluntad popular y los representantes, POR DISTRITOS, porque el territorio del país esta dividido en distritos electorales y A SIMPLE PLURALIDAD DE SUFRAGIOS, porque los candidatos que obtengan mas votos serán quienes consigan la representación. 

La mitad de sus miembros se renueva por elección popular cada dos años para un período de cuatro años. Su elección se realiza utilizando el sistema de representación proporcional D'Hondt en cada distrito. 

Censo:

El censo es el recuento metódico detallado de la población del país. Se renueva cada diez años. 

Art. 46.- Los diputados para la primera Legislatura se nombrarán en la proporción siguiente: por la provincia de Buenos Aires doce: por la de Córdoba seis: por la de Catamarca tres: por la de Corrientes cuatro: por la de Entre Ríos dos: por la de Jujuy dos: por la de Mendoza tres: por la de La Rioja dos: por la de Salta tres: por la de Santiago cuatro: por la de San Juan dos: por la de Santa Fe dos: por la de San Luis dos: y por la de Tucumán tres.

Art. 47.- Para la segunda Legislatura deberá realizarse el censo general, y arreglarse a él el número de diputados; pero este censo sólo podrá renovarse cada diez años.
Condiciones para ser diputado: 
Art. 48.- Para ser diputado se requiere haber cumplido la edad de veinticinco años, tener cuatro años de ciudadanía en ejercicio, y ser natural de la provincia que lo elija, o con dos años de residencia inmediata en ella.

Debe haber cumplido la edad de veinticinco años, tener cuatro años de ciudadanía en ejercicio, y ser natural de la provincia que lo elija, o con dos años de residencia inmediata en ella. El cargo es incompatible con posibles empleos en el Poder Ejecutivo nacional, a excepción de los empleos de escala. Un diputado tampoco puede ser eclesiástico regular (miembro de una orden o una congregación religiosa católica), ni tampoco gobernante provincial en ejercicio.

Duración del mandato: 

Art. 50.- Los diputados durarán en su representación por cuatro años, y son reelegibles; pero la Sala se renovará por mitad cada bienio; a cuyo efecto los nombrados para la primera Legislatura, luego que se reúnan, sortearán los que deban salir en el primer período.

Vacantes: 
Art. 51.- En caso de vacante, el gobierno de provincia, o de la Capital, hace proceder a elección legal de un nuevo miembro.

Si un representante decide dejar su cargo, su puesto lo debe ocupar su suplente. El suplente también puede pedir una licencia o no aceptar ocupar el cargo por lo que entonces el puesto se declara vacante. Como todos los puestos vacantes deben cubrirse, según los artículos 163 y 164 del Código Electoral Nacional, Ley 19.945, se establece que en la elección esta previsto un determinado número de suplentes y en caso de vacante lo sustituirán quienes figuren en la lista como candidatos titulares según el orden establecido. En caso de que esta se agote, los suplentes establecidos ocuparan los cargos. 

Artículo 163.- En las convocatorias de cada distrito el electoral se fijará el número de Diputados Nacionales, titulares y suplentes. A estos fines se establecerá el número de suplentes que a continuación se expresa: Cuando se elijan 2 titulares: 2 suplentes. Cuando se elijan de 3 a 5 titulares: 3 suplentes. Cuando se elijan 6 y 7 titulares: 4 suplentes. Cuando se elijan 8 titulares: 5 suplentes. Cuando se elijan 9 y 10 titulares: 6 suplentes. Cuando se elijan de 11 a 20 titulares: 8 suplentes Cuando se elijan 21 titulares o más: 10 suplentes.  

Artículo 164.- En caso de muerte, renuncia, separación, inhabilidad o incapacidad permanente de un Diputado Nacional lo sustituirán quienes figuren en la lista como candidatos titulares según el orden establecido. Una vez que ésta se hubiere agotado ocuparán los cargos vacantes los suplentes que sigan de conformidad con la prelación consignada en la lista respectiva. En todos los casos los reemplazantes se desempeñarán hasta que finalice el mandato que le hubiere correspondido al titular

Atribuciones exclusivas: 
Art. 52.- A la Cámara de Diputados corresponde exclusivamente la iniciativa de las leyes sobre contribuciones y reclutamiento de tropas.

Art. 53.- Sólo ella ejerce el derecho de acusar ante el Senado al presidente, vicepresidente, al jefe de gabinete de ministros, a los ministros y a los miembros de la Corte Suprema, en las causas de responsabilidad que se intenten contra ellos, por mal desempeño o por delito en el ejercicio de sus funciones; o por crímenes comunes, después de haber conocido de ellos y declarado haber lugar a la formación de causa por la mayoría de dos terceras partes de sus miembros presentes.
Creación de impuestos y reclutamiento de tropas. Recibe los proyectos ley surgidos por iniciativa popular. Tiene la facultad de iniciar juicio político al Presidente de la República, al vicepresidente, los Ministros de Estado y los miembros de la Corte Suprema. Dichas acusaciones son formuladas ante el Senado de la Nación Argentina y requieren una aprobación de las dos terceras partes de la Cámara. 

Cámara de Senadores: El Honorable Senado de la Nación Argentina es la cámara alta del Congreso de la Nación Argentina. El Senado es el órgano federal por excelencia donde cada senador representa los intereses de su provincia. 

Composición: 
Art. 54.- El Senado se compondrá de tres senadores por cada provincia y tres por la ciudad de Buenos Aires, elegidos en forma directa y conjunta, correspondiendo dos bancas al partido político que obtenga el mayor número de votos, y la restante al partido político que le siga en número de votos. Cada senador tendrá un voto.
Está compuesto por 72 senadores, tres senadores por cada provincia y tres por la ciudad de Buenos Aires. Esto se modificó con la reforma constitucional de 1994, ampliando el número de miembros por provincia y por la ciudad de Bs. As. 
Forma de elección: 
Los senadores son electos directamente por el pueblo, correspondiendo dos bancas el partido que obtenga mayor cantidad de votos y una tercera al que quedo en segundo lugar (lista incompleta). 
Condiciones para ser senador:
Art. 55.- Son requisitos para ser elegidos senador: tener la edad de treinta años, haber sido seis años ciudadano de la Nación, disfrutar de una renta anual de dos mil pesos fuertes o de una entrada equivalente, y ser natural de la provincia que lo elija, o con dos años de residencia inmediata en ella.

Tener la edad de treinta años, haber sido seis años ciudadano de la Nación, disfrutar de una renta anual de dos mil pesos fuertes o de una entrada equivalente, y ser natural de la provincia que lo elija, o con dos años de residencia inmediata en ella.

Duración del mandato: 

Art. 56.- Los senadores duran seis años en el ejercicio de su mandato, y son reelegibles indefinidamente; pero el Senado se renovará a razón de una tercera parte de los distritos electorales cada dos años.
Los mandatos de los senadores son por seis años y pueden ser reelegidos en sus funciones indefinidamente. Se eligen tres senadores por provincia y la Ciudad de Buenos Aires. La cámara de Senadores se renueva por tercios cada dos años. El Vicepresidente de la República como Presidente del Senado no tendrá voto, excepto que haya empate en la votación. 

Vacantes:
Art. 62.- Cuando vacase alguna plaza de senador por muerte, renuncia u otra causa, el Gobierno a que corresponda la vacante hace proceder inmediatamente a la elección de un nuevo miembro.

Si un representante decide dejar su cargo, su puesto lo debe ocupar su suplente, según lo describe el artículo 157 del Código Electoral Nacional, Ley 19.945:
Artículo 157.- El escrutinio de cada elección se practicará por lista sin tomar en cuenta las tachas o sustituciones que hubiere efectuado el votante. Resultarán electos los dos titulares correspondientes a la lista del partido o alianza electoral que obtuviere la mayoría de los votos emitidos y el primero de la lista siguiente en cantidad de votos. El segundo titular de esta última lista será el primer suplente del Senador que por ella resultó elegido. Los suplentes sucederán al titular por su orden en el caso previsto por el artículo 62 de la Constitución Nacional.

Como todos los puestos vacantes deben cubrirse, este articulo expresado en el Código Electoral Nacional, replantea la idea de elegir un candidato mediante elecciones extraordinarias en el distrito correspondiente, en la actualidad, en caso de que surja una vacante, el segundo titular de la lista opositora (segunda en cantidad de votos) será el primer suplente del Senador que por ella fue elegido. Si es el último año, no hay obligación de convocar a elecciones.

Autoridades: 

Art. 57.- El vicepresidente de la Nación será presidente del Senado; pero no tendrá voto sino en el caso que haya empate en la votación.

Art. 58.- El Senado nombrará un presidente provisorio que lo presida en caso de ausencia del vicepresidente, o cuando éste ejerce las funciones de presidente de la Nación.

Según la constitución existen dos autoridades para el senado: Presidencia (Vicepresidente de la República), Presidencia Provisional, son electas por el recinto.

Atribuciones exclusivas: 
Art. 59.- Al Senado corresponde juzgar en juicio público a los acusados por la Cámara de Diputados, debiendo sus miembros prestar juramento para este acto.
Cuando el acusado sea el presidente de la Nación, el Senado será presidido por el presidente de la Corte Suprema. Ninguno será declarado culpable sino a mayoría de los dos tercios de los miembros presentes.

Art. 60.- Su fallo no tendrá más efecto que destituir al acusado, y aun declararle incapaz de ocupar ningún empleo de honor, de confianza o a sueldo en la Nación. Pero la parte condenada quedará, no obstante, sujeta a acusación, juicio y castigo conforme a las leyes ante los tribunales ordinarios.

Art. 61.- Corresponde también al Senado autorizar al presidente de la Nación para que declare en estado de sitio, uno o varios puntos de la República en caso de ataque exterior.

Autorizar al Presidente de la Nación para que declare el Estado de Sitio. Prestar acuerdo al Poder Ejecutivo para la designación de magistrados judiciales, ministros plenipotenciarios y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas. Tener la iniciativa en leyes sobre la coparticipación federal de impuestos. Se encarga de juzgar a los acusados por la cámara baja en Juicio Político. 

Disposiciones comunes a ambas cámaras 
Los senadores y diputados presentarán en el acto de su incorporación, juramento de desempeñar debidamente el cargo, y de obrar en todo en conformidad a lo que prescribe la Constitución Nacional. Estas disposiciones están conformadas por una serie de artículos que van desde el articulo 63 hasta el artículo 74.

Sesiones:
Art. 63: Ambas cámaras se reunirán por sí mismas en sesiones ordinarias todos los años desde el 1° de marzo hasta el 30 de noviembre. Pueden ser también convocadas extraordinariamente por el Presidente de la Nación o prorrogadas sus sesiones.
La reunión de la cámara de diputados o senadores se denomina sesiones. Las cámaras siempre sesionan por separado, salvo en los casos de Asamblea Legislativa. Las cámaras se reúnen en Asamblea Legislativa sólo cuando el Presidente de la Nación toma posesión de su cargo y presenta su juramento, y cada año, cuando el Presidente hace apertura de las sesiones ordinarias del Congreso. Hay 4 tipos de sesiones:

Preparatorias: En estas sesiones se incorporan los nuevos legisladores, se eligen las autoridades de cada cámara (presidente, vicepresidente, etc.) y se integran las comisiones internas.

Ordinarias: Estas sesiones son las habituales, comienzan el 1° de marzo y finalizan el 30 de noviembre de cada año. No hay limitación alguna para el tratamiento de ningún tema que este dentro de la esfera de sus atribuciones.

De prórroga: Son las mismas sesiones que las sesiones extraordinarias. Es una continuidad de las ordinarias una vez vencido el período de éstas. Antes de finalizar las sesiones ordinarias, si quedan temas de importancia o proyecto de las leyes pendientes de resolución, las cámaras pueden decidir prorrogar las sesiones. También puede prorrogar el PE.

Extraordinarias: Son convocadas siempre por el PE fuera del período ordinario de sesiones, cuando un grave interés de orden o de progreso lo requiera. En el decreto de convocatoria, el PE delimita los temas o proyectos de las leyes a tratar.

Quórum: 
Art. 64: Cada cámara es juez de las elecciones, derechos y títulos de sus miembros en cuanto a su validez. Ninguna de ellas entrará en sesión sin la mayoría absoluta de sus miembros; pero un número menor podrá compeler a los miembros ausentes a que concurran a las sesiones, en los términos y bajo las penas que cada cámara establecerá.
Es el número de individuos necesarios para que el cuerpo deliberante tome ciertos acuerdos. Hay 3 acepciones: 

1. Para iniciar una sesión: Según el art. 64, es normalmente la mayoría absoluta de los miembros de cada cámara. En la práctica, en el senado, esa mayoría absoluta es la mitad mas uno de los integrantes del cuerpo. El reglamento de la cámara de diputados dispone que el quórum se forma con “la presencia de la mayoría absoluta de sus miembros” entendiéndose como tal cuando los miembros presentes superen a los ausentes.

2. Para sesionar: Después de comenzada la reunión, la praxis local admite que el número inicial se quiebre y pueda proseguir deliberando con menos congresales.

3. Para resolver: Es necesario nuevamente la mayoría absoluta de sus miembros. Si no se obtiene no dará comienzo, y no se votará.

Quórum y mayoría para decidir: 
· Dos tercios de votos son necesarios para: 
1) Declarar las necesidades de la necesidad de reforma de la Constitución Nacional. 
2) Para que la cámara de diputados acuse y la de senadores condene en juicio político. 
3) Para corregir a cualquiera de sus miembros, remover o excluir. 
4) Para que la cámara de origen de un proyecto de ley insista en su redacción primitiva si aquel sufrió alguna modificación o adición por la cámara revisora. 
5) Para que el senado de acuerdo a la designación de un juez de la corte suprema, etc.

· Mayoría absoluta (mitad + 1) se exige para: 
1) A cada sala para decidir la renuncia de sus miembros.
2) Para que la cámara revisora de un proyecto de ley, pueda enmendar el proyecto que le permite la cámara de origen. 
3) Para que cada cámara apruebe proyectos de ley que modifiquen el régimen electoral y de partidos. 
4) Para sancionar la ley especial que regule el consejo de la magistratura y el jurado de enjuiciamiento. 
5) Para interpelar al jefe de gabinete y remover.

Simultaneidad: 
Art. 65: Ambas cámaras comienzan y terminan sus sesiones simultáneamente, ninguna de ellas mientras se hallan reunidas podrá suspender sus sesiones más de 3 días sin consentimiento de la otra.

Tiende a afianzar el sistema bicameral: las cámaras son autónomas e iguales entre sí, pero forman parte de un solo órgano legislativo. Operan al mismo tiempo y no en períodos distintos.

Corrección, remoción, exclusión y renuncia: 
Art. 66: Cada cámara es juez de las elecciones, derechos y títulos de sus miembros. Con 2/3 de los votos podrá corregir a cualquiera de sus miembros por desorden de conducta en el ejercicio de sus funciones, o removerlo por inhabilidad física o moral sobreviviente a la incorporación, y hasta excluirlo de su seno, pero bastará la mayoría absoluta de uno sobre la mitad de los presentes para decidir en las renuncias que voluntariamente hicieren sus cargos.
Reglas de corrección: El art.66 prohíbe a los legisladores el “desorden de conducta en el ejercicio de su función”. Tales como la interrupción no autorizada en la exposición de un orador, la imputación de mala intención, insultos, etc. Primero lo reprime con un llamado al orden, luego con la prohibición del uso de la palabra y finalmente si el caso lo requiere puede llegar a ser suspendido en el ejercicio de la función.

Reglas de remoción: Se autoriza a cada senador a remover por inhabilidad física o moral. Se refiere a problemas de salud y de comportamientos antijurídicos o antitéticos que perjudiquen la moral pública. 

Exclusión: Debe realizarse en forma razonable y no arbitraria.

Renuncias: Basta con la mayoría absoluta de una sobre la mitad de los miembros presentes para decidir en las renuncias que voluntariamente hicieran sus cargos. 

Art. 67: Los senadores y diputados prestaran, en el acto de su incorporación, juramento de desempeñar debidamente el cargo, y de obrar en todo len conformidad a lo que prescribe esta Constitución.

Inmunidad de expresión: 
Art. 68: Ninguno de los miembros del Congreso puede ser acusado, interrogado judicialmente ni molestado por las opiniones o discursos que emita desempeñando su mandato de legislador. 
La libertad de expresión de los miembros del congreso ha sido considerada como imprescindible para el desempeño del cargo. Por esos discursos y opiniones no cabe: 1) Proceso judicial y administrativo, pero si el ejercicio de la facultad disciplinada de la propia cámara para corregir su conducta. 2) Citación para comparecer en juicio. 3) Situación que origine molestia al legislador. El privilegio no es renunciable, la inmunidad no quita carácter delictuoso al hecho, ni implica una causa de justificación. Esta inmunidad se extiende desde que asume, y no se pierde, ya que luego de terminar su mandato no se lo podrá juzgar como se menciono anteriormente.  

Inmunidad de arresto: 
Art. 69: Ningún senador o diputado, desde el día de su elección hasta el de su cese puede ser arrestado; excepto el caso de ser sorprendido in fraganti en la ejecución de algún crimen que merezca pena de muerte, infamante u otra aflictiva; de lo que se dará cuenta a la cámara respectiva con la información sumaria del hecho.
La inmunidad de arresto es la no privación de la libertad corporal, esta inmunidad se extiende desde el día de su elección hasta el de su cese. Puede llevarse a cabo un proceso judicial siempre y cuando no afecte la libertad corporal del legislador.

Esta inmunidad queda exceptuada en el caso que se sorprenda in fraganti a un legislador cometiendo un delito. En ese caso se mandara un informe de carácter de sumario a la cámara y esta decidirá si se quitan o no los fueros y si se prosigue o no con la privación de la libertad. La expresión in fraganti admite 3 interpretaciones: 1) Puede querer decir solamente eso: “en el instante” de conocer el delito, de forma que pasado ese momento, la detención no procede. 2) también en la tentativa. 3) También después de haber cometido el delito si se descubre al legislador huyendo o se oculta o se le sorprende con instrumentos, efectos armas que permiten presumir la comisión del delito inmediatamente después de consumado.

Desafuero: 
Art. 70: Cuando se forme querella por escrito ante las justicias ordinarias contra cualquier senador o diputado, examinando el merito de sumario en juicio público, podrá cada cámara, con los 2/3 de votos, suspender en sus funciones al acusado y ponerlo a disposición del juez competente para el juzgamiento.
El desafuero es el procedimiento mediante el cual la cámara a la cual pertenece un legislador, suspende de funciones al mismo, despojándolo de la inmunidad de arresto con el fin de que el mismo sea llevado ante la justicia penal. Este instituto se impone cuando se presume y fundamenta que el representante ha cometido un delito. Con este procedimiento se le quitan sus privilegios y se lo coloca como a cualquier ciudadano, en condiciones de ser juzgado.
Interpelación de Ministros:


Se denomina “interpelación de ministros” al poder que poseen cada una de las Cámaras para citar a su sala a ministros del Poder Ejecutivo y así recibir explicaciones e informes que estimen convenientes como dice en el Art. 71 incluyendo al Jefe de Gabinete.

Se trata de una facultad discrecional de las Cámaras, aunque no obedece a una normativa concreta, pero si es de cumplimiento imperativo para quien halla sido citado por las misma ya que no pueden eludir esta situación.

Se utiliza para citar a los Ministros de Estado a concurrir al Legislativo para dar cuenta de su gestión o de un asunto determinado. Así se interroga al Gobierno sobre alguna cuestión que suscribe de interés para el Congreso. La Interpelación se reserva para los temas más importantes. La presencia de los ministros debe ser personal, no pueden enviar ningún delegado ni informe por escrito. Si al ser citados no se presentan las Cámaras pueden convenir a iniciar una investigación que se derive a juicio político.

Incompatibilidades:


La incompatibilidad consiste en la imposibilidad de que la misma persona represente simultáneamente la función de legislador y otras ocupaciones públicas. Se estableció para preservar la división de poderes entre los órganos del gobierno federal, distinguir sus funciones de los gobiernos locales asegurando la dedicación plena de los legisladores a sus tareas y mantener la independencia de criterio del legislador frente a los conflictos que podrían presentarse si cumple funciones incompatibles.

Como dice en el Art. 29 el Congreso no puede conceder al Ejecutivo y a las Legislaturas facultades extraordinarias ni la suma de poder publico. Esto se hizo para evitar que se repitiera la historia del gobierno de Rosas, quien uso y abuso de las facultades, concreto en sus manos el hacer las leyes, ejecutarlas y administrar la justicia. Es por eso que ninguna autoridad puede apartarse de lo que marca la Constitución a cada uno de los tres poderes del gobierno.

Algunas incompatibilidades comunes a todos los legisladores están expresadas en los artículos 72 y 73 de la Constitución Nacional. Podemos nombrar las siguientes: 
► Todo otro cargo electivo nacional, provincial o municipal.

►  El desempeño de profesiones o empleo, público o privado, a excepción de la docencia y comisiones honorarias que el Congreso autorice previamente. 
► El ejercicio de funciones directivas, de representación o asesoramiento de empresas que contraten el Estado.

► Funciones directivas en entidades sectoriales o gremiales, y la intervención en la defensa de interés de terceros en causas contra la Nación, la Provincia o los municipios.

► Pertenecer al clero regular, sometidos a los votos de obediencia, pobreza y castidad.


Juicio Político:

El juicio político funciona como antejuicio que, en caso de condena, habilita la instancia penal contra los funcionarios y magistrados que gozan de inmunidad penal. Este no es un proceso penal, en el supuesto que se este juzgando la comisión de delitos. El objetivo principal del proceso es privar al condenado del cargo, para dejarlo a disposición de los tribunales ordinarios para su juzgamiento, si corresponde.

Los diferentes funcionarios que puede ser llevados a juicio político son: el Presidente de La Nación, el Vicepresidente, Jefe de Gabinete, Ministros y Ministros de La Corte Suprema de Justicia. 

Causas:

• Mal desempeño de sus funciones: puede deberse a falta o perdida de idoneidad o aptitud para su ejercicio, negligencia o incluso inhabilidad física o psíquica, o falta de idoneidad moral. Los parlamentarios deberán evaluar si existió o no mal desempeño.

• Delito en el ejercicio de sus funciones: variante del mal desempeño con la diferencia que se estaría cometiendo uno o varios tipificados en el Código Penal, como el cohecho, incumplimiento de los deberes de funcionario publico, etc.

• Crímenes comunes: se hace referencia a una actividad que resulte delictiva pero sin relación al cargo que ocupa.

Función de cada Cámara: En el Juicio Político la que actúa como Cámara acusadora es la de Diputados, y esa acusación la  realiza ante la Cámara de Senadores, siendo esta la encargada de decidir si se procede o no a quitarle sus fueros al acusado.

Las denuncias o solicitudes de juicio político son presentadas por un juez competente en la Comisión de Juicio Político de la Cámara de Diputados, que investigara y dictaminara las causales previstas. Si el dictamen estima que no existe merito para el juicio político, así se lo manifiesta, sin afectar el buen nombre y honor del imputado. Caso contrario se eleva el dictamen al plenario de la Cámara, donde se le da tratamiento a la denuncia. Si en la votación el Juicio Político es aprobado por las dos terceras partes de los diputados presente, se comunica al Senado y se constituye una comisión de dos o tres diputados, que representara a la Cámara ante el Senado ejerciendo el rol de fiscal. En caso que la Cámara de Diputados no consiga la mayoría  necesaria para aprobar el dictamen, el pedido se considera rechazado y es archivado.

Por su parte el Senado debe constituirse en tribunal presidido por el Vicepresidente de la Nación (si el acusado es el presidente o el vicepresidente será presidido por el presidente de la Corte Suprema). El juicio debe ser público y debe cumplir los requisitos del debido proceso. El acusado debe presentarse en su defensa por sí o por un apoderado dentro del plazo de 15 días, prorrogables por razón de distancia. Caso contrario es declarado rebelde y puede seguirse el juicio en rebeldía. El tribunal deliberará en forma secreta si son ciertos los cargos que se imputan al acusado. Terminada la sesión secreta lo pondrá en conocimiento de las partes. El presidente del tribunal preguntará a cada uno de sus miembros si el acusado es culpable de los cargos que se le hacen siendo la única respuesta SI o NO. Si no hay dos tercios de votos contra el acusado, será absuelto y redactado el fallo definitivo. Si hay mayoría de dos tercios se destituye al acusado de su empleo, y luego se preguntara a cada senador si el acusado es capaz de ocupar empleos de honor, de confianza o a sueldo de la Nación, y si la declaración de inhabilidad es por tiempo determinado o indeterminado. Si hubiera dos tercios por la afirmativa, así se declarara a la sentencia. Se formara otra Comisión para la redacción de la sentencia, se firmara por el presidente y el secretario, y se notificara a la Cámara de Diputados, al acusado, al Poder Ejecutivo y a la Corte Suprema. 

Quórum:

El Quórum es el número de miembros presentes necesarios para que el cuerpo deliberante tome la decisión de votar algún asunto, en este caso la quita de poder publico de un funcionario o ministro.

Efectos de la sentencia condenatoria:

El efecto principal del fallo es la destitución del cargo del funcionario acusado desde el momento en que se lo notifica, quedando sujeto a la jurisdicción de los tribunales ordinarios. Como efecto accesorio el Senado podría declarar al condenado inhabilitado para ocupar algún cargo de honor, de confianza o a sueldo de la Nación.

Los artículos que se ven reflejados con respecto al Juicio Político son:

• Articulo 53: En el se expresa que solo en la Cámara de Diputados es la que ejerce el derecho de acusar ante el Senado al presidente, vicepresidente, al jefe de gabinete, a los ministros y a los miembros de la Corte Suprema.

• Articulo 59: En este articulo se explica que al Senado le corresponde juzgar en juicio político a los acusados por la Cámara de Diputados debiendo sus miembros prestar juramento para este acto. Si los acusados son el presidente o vicepresidente el que va a presidir el juicio va a ser el presidente de la Corte Suprema.

• Articulo 60: En este articulo se ilustra que el fallo solo podrá ser la quita de fueros al acusado y declararlo incapaz de ocupar algún cargo como empleo de honor, de confianza o a sueldo de la Nación.

Comisiones Parlamentarias:

Funciones
En el Senado, los legisladores debaten en el marco de comisiones que abordan áreas temáticas específicas y están facultadas para dictaminar sobre los proyectos sometidos a decisión. Se trata de instancias de investigación, análisis y discusión que permiten una especialización y un mejor conocimiento de los temas que son objeto de tratamiento legislativo. A partir de la labor de las comisiones se obtiene información técnica precisa y simplificada, que constituye el soporte elemental para todo el proceso decisorio de los legisladores. El correcto accionar de las comisiones es clave para alcanzar un debate político fructífero que permita tomar decisiones aceptables para todos los grupos involucrados en cada caso particular. La eficacia del Congreso, en un régimen presidencialista como el nuestro, depende en gran parte del buen funcionamiento de las comisiones: un conjunto importante de negociaciones y de formación de coaliciones muy amplias y heterogéneas tiene lugar precisamente en las comisiones parlamentarias.

Tipos
De acuerdo con lo establecido por su reglamento, en el Senado funcionan diferentes tipos de comisiones:

•
Comisiones permanentes: son fijas y abordan temas específicos. Están integradas por 15 senadores cada una.

•
Comisiones bicamerales permanentes: tienen representación de las Cámaras de Diputados y Senadores.

•
Comisiones especiales: se crean, por decisión del cuerpo, para reunir antecedentes y dictaminar sobre temas muy específicos durante un período de tiempo determinado. Pueden ser mixtas, unicamerales o bicamerales.

•
Comisiones mixtas: son comisiones especiales que están integradas por legisladores y también por especialistas, académicos y profesionales con formación y conocimientos en la materia a debatir.

•
Comisiones investigadoras: pueden ser creadas por la Cámara alta en ejercicio de sus facultades fiscalizadoras y de control. Pueden ser unicamerales o bicamerales. Sus objetos de estudio y consideración suelen ser temas muy específicos que no están previstos en el reglamento.

Conformación

Los senadores que integran las comisiones sirven de puente con la realidad extraparlamentaria en cada tema a considerar, recogiendo información, oyendo a los diferentes actores involucrados, pidiendo asesoramiento y contemplando, en suma, la opinión pública y los intereses de la comunidad. La designación de los senadores que integran las comisiones permanentes, especiales, bicamerales o investigadoras se hace, en lo posible, en forma tal que los sectores políticos estén representados en la misma proporción que en el seno de la Cámara, de manera que no se produzcan desequilibrios en la representación política. Una vez designados, los integrantes de las comisiones deben elegir un presidente, un vicepresidente y un secretario de entre sus miembros. La renovación de las autoridades se efectúa anualmente y puede haber reelección. Es importante tener en cuenta que los senadores que presiden una comisión permanente no pueden ser autoridad en otra comisión de la misma naturaleza. De esta forma se asegura una dedicación funcional más efectiva en la comisión de su presidencia. La integración de las comisiones permanentes dura desde su constitución hasta la siguiente renovación del Senado. La de las comisiones especiales e investigadoras, hasta que el asunto sometido a su consideración tenga resolución definitiva de la Cámara o hasta cumplir con el plazo para dictaminar, establecido en la resolución de su creación.

Funcionamiento
Salvo por razones que justifiquen la urgencia del tratamiento, todos los asuntos o proyectos ingresados en el Senado son derivados para su estudio a una o más comisiones, en función del grado de amplitud del tema a considerar.

Los miembros de las comisiones pueden proponer modificaciones a los proyectos sometidos a su estudio y las modificaciones pueden ser aceptadas o no para el dictamen de comisión.

Los dictámenes de comisión pueden ser de mayoría, de minoría o producidos separadamente por los miembros que no lleguen a conciliar su opinión en un solo dictamen, quienes podrán sostener su postura durante la discusión en el recinto. En el caso de haber más de un dictamen con igual número de firmantes, se considera como el de mayoría a aquel que apoye el presidente de la comisión.

Con respecto al desarrollo de las reuniones, el quórum requerido para dar comienzo a una reunión es de más de la mitad de sus miembros, tanto en las comisiones permanentes como en las especiales. Sin embargo, en el supuesto de que en dos citaciones una comisión no lograra completar el quórum, previo conocimiento del Senado, la comisión podrá sesionar y dictaminar con la presencia de un tercio de sus miembros. Si no se logra el quórum, deberá requerirse al Senado que proceda a integrar la comisión.

Se debe tener en cuenta que el funcionamiento de las comisiones es permanente. Sin embargo, durante el receso legislativo, salvo que hubiera prórroga de las sesiones o convocatoria a extraordinarias, sólo podrán dictaminar sobre asuntos referidos a cuestiones internas del Senado.

Las comisiones permanentes pueden crear subcomisiones con dos limitaciones: que tengan por objeto el estudio de un tema específico y por un tiempo determinado. Claramente se trata de la posibilidad de establecer grupos de trabajo con metodologías particulares.

Cabe finalmente destacar que las reuniones de comisión son públicas. Esto significa que pueden ser seguidas por la ciudadanía, ya sea presencialmente, a través del perfil de Twitter del Senado o a través de su transmisión televisiva, salvo en aquellas ocasiones que se las declare de carácter reservado.

	Nombre
	Tipo

	Banca de La Mujer
	Unicameral

	De Acuerdos
	Unicameral

	De Agricultura, Ganadería y Pesca
	Unicameral

	De Ambiente y Desarrollo Sustentable
	Unicameral

	De Asuntos Administrativos y Municipales
	Unicameral

	De Asuntos Constitucionales
	Unicameral

	De Ciencia y Tecnología
	Unicameral

	De Coparticipación Federal de Impuestos
	Unicameral

	De Defensa Nacional
	Unicameral

	De Deporte
	Unicameral

	De Derechos y Garantías
	Unicameral

	De Economía Nacional e Inversión
	Unicameral

	De Economías Regionales, Economia Social, Micro, Pequeña y Mediana Empresa
	Unicameral

	De Educación y Cultura
	Unicameral

	De Industria y Comercio
	Unicameral

	De Infraestructura, Vivienda y Transporte
	Unicameral

	De Justicia y Asuntos Penales
	Unicameral

	De Legislación General
	Unicameral

	De Minería, Energía y Combustibles
	Unicameral

	De Población y Desarrollo Humano
	Unicameral

	De Presupuesto y Hacienda
	Unicameral

	De Relaciones Exteriores y Culto
	Unicameral

	De Salud
	Unicameral

	De Seguridad Interior y Narcotráfico
	Unicameral

	De Sistemas, Medios de Comunicación y Libertad de Expresión
	Unicameral

	De Trabajo y Previsión Social
	Unicameral

	De Turismo
	Unicameral

	Administradora de La Biblioteca del Congreso de La Nación
	Bicameral

	Bicameral de Promocion y Seguimiento de La Comunicacion Audiovisual, las Tecnologias de Las Telecomunicaciones y La Digitalizacion. (Leyes 26.522, 27.078 y Dnu 267/15) -
	Bicameral

	Bicameral Permanente de Fiscalización de los Organismos y Actividades de Inteligencia -Ley 25.520
	Bicameral

	Bicameral Permanente de Trámite Legislativo Ley 26.122
	Bicameral

	Bicameral Permanente del Digesto Juridico Argentino - Ley 26.939
	Bicameral

	De Defensoría del Pueblo
	Bicameral

	De Investigacion del Origen y Seguimiento de La Gestion y Del Pago de La Deuda Exterior de La Nacion - Ley 26.984 Art. 12.
	Bicameral

	Fiscalizacion de los Organos y Actividades de Seguridad Interior (Ley 24.059 ) Ley 24.194 Art.1° Modif. Art.34 y Ley 25.520 Art. 50 Modif. El Titulo Vii y El Art. 33)
	Bicameral

	Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas
	Bicameral


Atribuciones del Congreso
El extenso artículo 75 contiene en 32 incisos las atribuciones del Congreso, es decir, las atribuciones del gobierno federal en materia legislativa.

En este sentido el artículo 75 cumple una doble función: determina cuales son las competencias del Congreso de la Nación, pero también indica que esas competencias, por principio, corresponden a la Nación y no a las provincias.

Los Incisos 1, 2 y 3: 

1. Legislar en materia aduanera. Establecer los derechos de importación y exportación, los cuales, así como las avaluaciones sobre las que recaigan, serán uniformes en toda la Nación.

2. Imponer contribuciones indirectas como facultad concurrente con las provincias. Imponer contribuciones directas, por tiempo determinado, proporcionalmente iguales en todo el territorio de la Nación, siempre que la defensa, seguridad común y bien general del Estado lo exijan. Las contribuciones previstas en este inciso, con excepción de la parte o el total de las que tengan asignación específica, son coparticipables.
Una ley convenio, sobre la base de acuerdos entre la Nación y las provincias, instituirá regímenes de coparticipación de estas contribuciones, garantizando la automaticidad en la remisión de los fondos.
La distribución entre la Nación, las provincias y la ciudad de Buenos Aires y entre éstas, se efectuará en relación directa a las competencias, servicios y funciones de cada una de ellas contemplando criterios objetivos de reparto; será equitativa, solidaria y dará prioridad al logro de un grado equivalente de desarrollo, calidad de vida e igualdad de oportunidades en todo el territorio nacional.
La ley convenio tendrá como Cámara de origen el Senado y deberá ser sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada y será aprobada por las provincias.
No habrá transferencia de competencias, servicios o funciones sin la respectiva reasignación de recursos, aprobada por ley del Congreso cuando correspondiere y por la provincia interesada o la ciudad de Buenos Aires en su caso.
Un organismo fiscal federal tendrá a su cargo el control y fiscalización de la ejecución de lo establecido en este inciso, según lo determine la ley, la que deberá asegurar la representación de todas las provincias y la ciudad de Buenos Aires en su composición.

3. Establecer y modificar asignaciones específicas de recursos coparticipables, por tiempo determinado, por ley especial aprobada por la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara.

Estos incisos hacen referencia a las competencias impositivas del Congreso. Describe como se distribuyen los recursos, obtenidos por el Estado federal, entre las distintas jurisdicciones. A partir de esto se tiene un régimen de coparticipación. 
En el inc. 1, establece dos funciones del Congreso, dictar las leyes sobre aduanas, leyes de importación y exportación, y que en las mismas debe cobrarse exactamente el mismo porcentaje para el mismo producto en todo el país. 

En el inc. 2, se establecen que las contribuciones indirectas y directas, por un tiempo determinado, son coparticipables, es decir que pasan a formar parte del fondo de participación tributaria que será repartido entre la Nación y las provincias, exceptuando el recurso que tenga una afectación especifica. Establece también como se hace la distribución de lo recaudado, como se lleva a cabo la coparticipación entre el Estado y las provincias, las condiciones para la transferencia de funciones, servicios y competencias. 

En lo que refiere a nuestra unidad, el Poder Legislativo, este inciso informa que existe una ley-convenio, hecha teniendo en cuenta los acuerdos entre el Estado y las provincias, que establece como se lleva a cabo la coparticipación. Esta Ley-convenio, tiene al Senado como Cámara de Origen, asegurando a las provincias que vana  tener representación igualitaria en la confección de esta ley, y se necesita para su aprobación la mayoría absoluta de cada cámara. 

En cuanto al inc. 3, establece que para hacer asignaciones especificas de recursos coparticipables, se debe modificas la ley-convenio, para lo cual se necesita la aprobación de las provincias. 

Los incisos 4, 5, 6, 7, 8,9, 10, 11: 

4. Contraer empréstitos sobre el crédito de la Nación.
5. Disponer del uso y de la enajenación de las tierras de propiedad nacional.

6. Establecer y reglamentar un banco federal con facultad de emitir moneda, así como otros bancos nacionales.
7. Arreglar el pago de la deuda interior y exterior de la Nación.
8. Fijar anualmente, conforme a las pautas establecidas en el tercer párrafo del inciso 2 de este artículo, el presupuesto general de gastos y cálculo de recursos de la administración nacional, en base al programa general de gobierno y al plan de inversiones públicas y aprobar o desechar la cuenta de inversión.

9. Acordar subsidios del Tesoro nacional a las provincias, cuyas rentas no alcancen, según sus presupuestos, a cubrir sus gastos ordinarios.

10. Reglamentar la libre navegación de los ríos interiores, habilitar los puertos que considere convenientes, y crear o suprimir aduanas.
11. Hacer sellar moneda, fijar su valor y el de las extranjeras; y adoptar un sistema uniforme de pesos y medidas para toda la Nación.
Estos incisos nombran algunas atribuciones como, Contraer empréstitos sobre el Crédito de la Nación, disponer del uso de las tierras de propiedad nacional, establecer y reglamentar un banco federal capaz de emitir moneda, arreglar el pago de la deuda interior y exterior de la Nación. Fijar anualmente el presupuesto general de gastos y cálculo de recursos de la administración nacional. Acordar subsidios del Tesoro Nacional a las provincias, Reglamentar la libre navegación de ríos interiores, habilitar puertos y crear o suprimir aduanas.  Establecer el régimen monetario y de cambios. 

Incisos 12, 13, 14:
12. Dictar los códigos Civil, Comercial, Penal, de Minería, y del Trabajo y Seguridad Social, en cuerpos unificados o separados, sin que tales códigos alteren las jurisdicciones locales, correspondiendo su aplicación a los tribunales federales o provinciales, según que las cosas o las personas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones; y especialmente leyes generales para toda la Nación sobre naturalización y nacionalidad, con sujeción al principio de nacionalidad natural y por opción en beneficio de la argentina; así como sobre bancarrotas, sobre falsificación de la moneda corriente y documentos públicos del Estado, y las que requiera el establecimiento del juicio por jurados.
13. Reglar el comercio con las naciones extranjeras, y de las provincias entre sí.

14. Arreglar y establecer los correos generales de la Nación. 


El inc. 12, establece que una de las atribuciones es dictar los códigos de fondo, también hace referencia a las leyes sobre nacionalidad y naturalización. Los inc. 13 y 14, hacer referencia a la regulación del comercio internacional e interprovincial y regulación y establecimiento de los correos

Incisos 15 y 16:

15. Arreglar definitivamente los límites del territorio de la Nación, fijar los de las provincias, crear otras nuevas, y determinar por una legislación especial la organización, administración y gobierno que deben tener los territorios nacionales, que queden fuera de los límites que se asignen a las provincias.

16. Proveer a la seguridad de las fronteras
El inc. 15 manifiesta que existen tres modos diferentes por medio de los cuales el Congreso puede establecer los límites con otros estados:

· Haciendo manifiesto el reconocimiento de la ocupación de un territorio que nadie ocupaba con anterioridad.

· Aceptando un laudo arbitral que resuelve una cuestión de límites.

· Aprobando un tratado celebrado con un país limítrofe.

Y el inc. 16 establece que se debe proveer la seguridad de las fronteras. 

Inciso 17:

17. Reconocer la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas argentinos.
Garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingüe e intercultural; reconocer la personería jurídica de sus comunidades, y la posesión y propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente ocupan; y regular la entrega de otras aptas y suficientes para el desarrollo humano; ninguna de ellas será enajenable, transmisible ni susceptible de gravámenes o embargos. Asegurar su participación en la gestión referida a sus recursos naturales y a los demás intereses que los afecten. Las provincias pueden ejercer concurrentemente estas atribuciones.
Cuando la Constitución afirma que se ha reconocido la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas, tienen por objetivo asegurar que ni las leyes, ni los actos de las autoridades desconozcan las particularidades culturales de las 40 étnicas entre las que se reparten los 500.000 argentinos aborígenes.

La comunidad indígena tiene derecho a que se respete su identidad y la educación bilingüe e intercultural.

Incisos 18 y 19:

18. Proveer lo conducente a la prosperidad del país, al adelanto y bienestar de todas las provincias, y al progreso de la ilustración, dictando planes de instrucción general y universitaria, y promoviendo la industria, la inmigración, la construcción de ferrocarriles y canales navegables, la colonización de tierras de propiedad nacional, la introducción y establecimiento de nuevas industrias, la importación de capitales extranjeros y la exploración de los ríos interiores, por leyes protectoras de estos fines y por concesiones temporales de privilegios y recompensas de estímulo.

19. Proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con justicia social, a la productividad de la economía nacional, a la generación de empleo, a la formación profesional de los trabajadores, a la defensa del valor de la moneda, a la investigación y al desarrollo científico y tecnológico, su difusión y aprovechamiento.
Proveer al crecimiento armónico de la Nación y al poblamiento de su territorio; promover políticas diferenciadas que tiendan a equilibrar el desigual desarrollo relativo de provincias y regiones. Para estas iniciativas, el Senado será Cámara de origen.
Sancionar leyes de organización y de base de la educación que consoliden la unidad nacional respetando las particularidades provinciales y locales; que aseguren la responsabilidad indelegable del Estado, la participación de la familia y la sociedad, la promoción de los valores democráticos y la igualdad de oportunidades y posibilidades sin discriminación alguna; y que garanticen los principios de gratuidad y equidad de la educación pública estatal y la autonomía y autarquía de las universidades nacionales.
Dictar leyes que protejan la identidad y pluralidad cultural, la libre creación y circulación de las obras del autor; el patrimonio artístico y los espacios culturales y audiovisuales.

Dicho incisos tienen como objetivo proveer la prosperidad y bien común de la población, protegiendo y beneficiando con diversas medidas a la totalidad de la misma. 
Inciso 20: 

20. Establecer tribunales inferiores a la Corte Suprema de Justicia; crear y suprimir empleos, fijar sus atribuciones, dar pensiones, decretar honores, y conceder amnistías generales.
Establecer tribunales inferiores a la Corte suprema de Justicia. Crear y suprimir empleos y pensiones, decretar honores y conceder amnistías generales.

Inciso 21:

21. Admitir o desechar los motivos de dimisión del presidente o vicepresidente de la República; y declarar el caso de proceder a nueva elección.
El Congreso reunido en Asamblea Legislativa debe aceptar o rechazar la renuncia del presidente o del vicepresidente. Puede ocurrir que el Congreso rechace la renuncia presentada.

Inciso 22:

22. Aprobar o desechar tratados concluidos con las demás naciones y con las organizaciones internacionales y los concordatos con la Santa Sede. Los tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes.
La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Convención sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención sobre los Derechos del Niño; en las condiciones de su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno de la primera parte de esta Constitución y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella reconocidos. Sólo podrán ser denunciados, en su caso, por el Poder Ejecutivo nacional, previa aprobación de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara.
Los demás tratados y convenciones sobre derechos humanos, luego de ser aprobados por el Congreso, requerirán del voto de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara para gozar de la jerarquía constitucional.

En nuestro sistema constitucional, los tratados internacionales son negociados y firmados por el poder Ejecutivo, pero el Congreso controla esa actividad porque su aprobación es un paso previo a la ratificación del tratado en sede internacional. Los tratados internacionales y los concordatos tienen jerarquía superior a la de las leyes nacionales.

Inciso 23:

23. Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad.
Dictar un régimen de seguridad social especial e integral en protección del niño en situación de desamparo, desde el embarazo hasta la finalización del período de enseñanza elemental, y de la madre durante el embarazo y el tiempo de lactancia. 


Esta norma autoriza al Congreso a poner en práctica diferentes medidas tendientes a beneficiar a ciertos grupos sociales, que requieren una asistencia o respaldo estatal. El Estado es el encargado de satisfacer las prestaciones de este régimen específico de seguridad.

Inciso 24:

24. Aprobar tratados de integración que deleguen competencias y jurisdicción a organizaciones supraestatales en condiciones de reciprocidad e igualdad, y que respeten el orden democrático y los derechos humanos. Las normas dictadas en su consecuencia tienen jerarquía superior a las leyes.
La aprobación de estos tratados con Estados de Latinoamérica requerirá la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara. En el caso de tratados con otros Estados, el Congreso de la Nación, con la mayoría absoluta de los miembros presentes de cada Cámara, declarará la conveniencia de la aprobación del tratado y sólo podrá ser aprobado con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, después de ciento veinte días del acto declarativo.
La denuncia de los tratados referidos a este inciso, exigirá la previa aprobación de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara.

Este inciso afirma que el Congreso puede aprobar tratados de integración, como se deben llevar a cabo, que requisitos deben tener y las condiciones para que estos se aprueben, se desechen o denuncien. 

Incisos 25, 26, 27 y 28: 

25. Autorizar al Poder Ejecutivo para declarar la guerra o hacer la paz.
26. Facultar al Poder Ejecutivo para ordenar represalias, y establecer reglamentos para las presas.
27. Fijar las fuerzas armadas en tiempo de paz y guerra, y dictar las normas para su organización y gobierno.

28. Permitir la introducción de tropas extranjeras en el territorio de la Nación, y la salida de las fuerzas nacionales fuera de él.

En estos incisos se hace referencia al rol del Congreso para declarar la guerra o hacer la paz y las medidas tomadas durante la misma. Autorizar al Poder Ejecutivo a declarar la guerra o la paz, facultar al Poder Ejecutivo para ordenar represalias y establecer reglamentos para las presas, fijar las fuerzas armadas dictando las normar para su organización y gobierno, permitir la introducción de tropas extranjeras en el territorio nacional.

Inciso 29:

29. Declarar en estado de sitio uno o varios puntos de la Nación en caso de conmoción interior, y aprobar o suspender el estado de sitio declarado, durante su receso, por el Poder Ejecutivo.

La evaluación de las circunstancias que ponen de manifiesto la existencia de una conmoción inferior es una cuestión que debe estar de acuerdo a las atribuciones del Congreso en su condición de órgano representativo. Esto le corresponde cuando se encuentra en sesiones; si esta en receso, puede declararlo el presidente. Concluido el receso, el Congreso debe decidir si mantiene o deja sin efecto el estado de sitio declarado por el Poder Ejecutivo Nacional.

Inciso 30: 

30. Ejercer una legislación exclusiva en el territorio de la capital de la Nación y dictar la legislación necesaria para el cumplimiento de los fines específicos de los establecimientos de utilidad nacional en el territorio de la República. Las autoridades provinciales y municipales conservarán los poderes de policía e imposición sobre estos establecimientos, en tanto no interfieran en el cumplimiento de aquellos fines.
El Congreso tiene la atribución de dictar normas para regular a la capital de la Nación como sede de las autoridades nacionales. Las normas locales no pueden interferir en el ejercicio de las funciones que las autoridades nacionales desempeñan en la capital de la Nación.

Inciso 31:
31. Disponer la intervención federal a una provincia o a la ciudad de Buenos Aires.
Aprobar o revocar la intervención decretada, durante su receso, por el Poder Ejecutivo.

Este inciso establece que el Congreso debe disponer la intervención federal y aprobar o revocar la mismo en caso de haber sido decretada por el Poder Ejecutivos durante su receso. 
Inciso 32:

32. Hacer todas las leyes y reglamentos que sean convenientes para poner en ejercicio los poderes antecedentes, y todos los otros concedidos por la presente Constitución al Gobierno de la Nación Argentina.
Este inciso establece los poderes implícitos del Congreso. Se trata de poderes que, sin haber sido expresamente mencionados, se encuentran razonablemente comprendidos dentro de las atribuciones que la Constitución ha otorgado al Congreso.

Los poderes implícitos tienen mucha importancia. Facilitan la aplicación de la Constitución a situaciones nuevas que plantea la realidad.

Formación y Sanción de Leyes: La formación y sanción de las leyes consta de tres etapas descriptas en el capítulo quinto de la Constitución Nacional, desde el artículo 77 al 84. 
Procedimiento: 

· Etapa iniciativa, o de formulación del proyecto: La Constitución Nacional establece que las leyes pueden tener principio en cualquiera de las cámaras del Congreso, por proyectos presentados por sus miembros o por el Poder Ejecutivo, salvo las excepciones que establece el propio texto constitucional.

Si bien los proyectos pueden presentarse ante cualquiera de las cámaras, existen algunos supuestos en los cuales la Cámara de Diputados posee el monopolio como cámara de origen. Por un lado, los proyectos que surjan de la iniciativa popular y, por otro, aquellos casos que nombra el artículo 52 de la Constitución: la iniciativa de leyes sobre contribuciones y reclutamiento de tropas. También es la Cámara Baja la que tiene la iniciativa para someter a consulta popular vinculante un proyecto de ley. El Senado, por su parte, posee exclusividad como cámara iniciadora en la ley convenio sobre regímenes de coparticipación impositiva y aquellas normas que tiendan a equilibrar el desigual desarrollo relativo de provincias y regiones.

La reforma constitucional de 1994 introdujo en el artículo 39 la llamada "iniciativa popular", mediante la cual cualquier ciudadano puede presentar proyectos de ley en la Cámara de Diputados, con excepción de aquellos referidos a reforma constitucional, tratados internacionales, tributos, presupuesto y materia penal. El Congreso debe darles expreso tratamiento dentro del término de doce meses. El ejercicio de este derecho está reglamentado por la ley nacional 24.747, que requiere la adhesión de un número de ciudadanos no inferior al uno y medio por ciento del padrón electoral utilizado para la última elección de diputados nacionales y debe representar por lo menos a seis distritos electorales.

- Las leyes pueden tener principio en cualquiera de las Cámaras del Congreso, por proyectos presentados por sus miembros o por el Poder Ejecutivo, salvo excepciones establecidas en la Constitución. –
· Etapa constitutiva, o de discusión y sanción: Esta etapa, también denominada "de discusión y votación", está a cargo en forma exclusiva y excluyente del Congreso Nacional. Es considerada por nuestro derecho constitucional como "sanción del proyecto de ley" e importa el ejercicio de la función legislativa. En el sistema bicameral que la Constitución establece para el Poder Legislativo las dos cámaras están en un plano de igualdad, no hay una de ellas con "status" prevaleciente. Como consecuencia de ello, se exige siempre el concurso de la voluntad de ambas para la sanción de un proyecto de ley.

En esta etapa, el proyecto de ley tramita separadamente en cada cámara, denominándose "cámara de origen o iniciadora" aquella por donde comienza el tratamiento parlamentario del proyecto, y "cámara revisora" a la restante. La reforma de 1994 simplificó el procedimiento parlamentario, reduciendo a tres las intervenciones posibles de las cámaras en la formación y sanción de las leyes. 
Para considerarse aprobada la iniciativa, es necesario que haya recibido en ambas cámaras el voto de la mayoría absoluta de los miembros presentes en la sesión correspondiente, salvo exigencia de mayoría calificada. Aprobado un proyecto de ley por la cámara de origen, pasa para su discusión a la otra cámara. Lograda la aprobación por ambas, el proyecto queda sancionado y es enviado al Poder Ejecutivo, usándose la fórmula establecida por el artículo 84 de la Constitución Nacional: "El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina, reunidos en Congreso, ...decretan o sancionan con fuerza de ley".

- El proyecto de ley se tramita separadamente en cada cámara, denominándose "cámara de origen o iniciadora" aquella por donde comienza el tratamiento parlamentario del proyecto, y "cámara revisora" a la restante. No siempre existe acuerdo sobre la aprobación del proyecto por parte de ambas cámaras, ya que puede haber desacuerdo parcial o ser desechado totalmente por una de ellas, con lo cual se plantean distintos casos y alternativas de tratamiento contempladas en la Constitución. --
· Etapa de eficacia, o promulgación y publicación: El artículo 78 de la Constitución Nacional establece que todo proyecto de ley que obtenga sanción definitiva en el Parlamento, debe ser sometido al examen del Poder Ejecutivo. Este tiene, en principio, tres caminos: 

a) Observarlo y devolverlo al Congreso.
b) Aprobarlo y promulgarlo.

Aprobación y promulgación. Cuando el Poder Ejecutivo aprueba el proyecto sancionado por el Congreso, éste se convierte en ley. Sin embargo, hasta ese momento sólo obliga a ese poder, pero no a los habitantes ni a los otros poderes. Para ello es necesaria la promulgación (y posterior publicación), es decir, el acto formal tendiente a difundir y hacer conocer la ley, y que constituye un requisito esencial para ponerla en vigor y otorgarle obligatoriedad.

c) Publicación.

La reforma constitucional de 1994 establece expresamente la obligación del Poder Ejecutivo de hacer publicar la ley, llenando así el vacío legal existente hasta ese momento. El artículo 2 del Código Civil dice: "Las leyes no son obligatorias sino después de su publicación…

--Todo proyecto de ley que obtenga sanción definitiva en el Parlamento, debe ser sometido al examen del Poder Ejecutivo para su aprobación y promulgación, o su observación y devolución al Congreso. La promulgación puede ser expresa o tácita (si no lo devuelve en el término de diez días hábiles).--
Veto: El veto es la facultad que tiene el Presidente para desaprobar un proyecto de ley sancionado por el Congreso impidiendo su entrada en vigencia. 
El veto puede ser total o parcial, un proyecto de ley puede ser desechado en todo o en cualquiera de sus partes. En este segundo caso, se observan (vetan) sólo algunos puntos del proyecto de ley, los cuales son devueltos al Congreso para su reconsideración, y el resto puede ser promulgado, mientras se cumplan con los requisitos establecidos en el Artículo 80 de la Constitución Nacional. 

“(…) las partes no observadas solamente podrán ser promulgadas si tienen autonomía normativa y su aprobación parcial no altera el espíritu ni la unidad del proyecto sancionado por el Congreso” (Art. 80, Constitución Argentina)

En cuanto a la insistencia, la misma fue incluida “(…) como un mecanismo más de pesos y contrapesas entre ambas ramas de gobierno. Mediante la insistencia, el Congreso podía revertir el veto presidencial, permitiendo así la promulgación de la ley tal como había sido originalmente sancionada”.

De esta forma la insistencia funciona como un mecanismo que permite evitar la tiranía de una sola persona.

Para superar el veto las Cámaras deben logran reunir una mayoría especial de 2/3 de los presentes a favor de la ley sancionada por ellos originalmente. Si ambas Cámaras logran conseguir esa mayoría, queda definitivamente consagrada la victoria del Congreso, y el Poder Ejecutivo debe promulgar la ley. 

El veto y la posibilidad de insistencia son una señal de discrepancia entre el Ejecutivo y el Legislativo. El lapso de tiempo durante el cual esta facultad (veto) puede ser ejercida es de 10 días hábiles. El Poder Ejecutivo puede devolver el proyecto de ley observado mediante un mensaje o por decreto, ambos debidamente fundados y con el refrendo ministerial. El veto produce como principal consecuencia la suspensión de la entrada en vigencia de un proyecto de ley sancionado por el Congreso, al carecer de los requisitos de la promulgación y la publicación. Otra consecuencia es que el proyecto vuelva a la Cámara de origen para que se discuta nuevamente.
Iniciativa popular: 
Desde hace algunos años esta herramienta -llamada de democracia semidirecta- está al alcance del ciudadano para facilitar su participación en la toma de decisiones sobre asuntos públicos. Y fue reglamentada en 1996. Es el derecho de cualquier ciudadano a presentar proyectos de ley en la Cámara de Diputados, con excepción de aquellos referidos a reforma constitucional, tratados internacionales, tributos, presupuesto y materia penal. El Congreso debe darles tratamiento dentro del término de doce meses. Este derecho requiere la adhesión de un número de ciudadanos mayor al 1,5% del último padrón electoral y debe representar por lo menos a seis distritos electorales. Admitida la misma, la presidencia de la cámara ordena su inclusión en el orden del día, como asunto entrado con tratamiento preferente, continuando con el trámite previsto para la sanción de la ley. Está contemplado en el artículo 39 de la Constitución Nacional. 
Pero hasta ahora sólo dos iniciativas populares lograron cumplir todas las condiciones para llegar al Parlamento: El hambre más urgente (que se convirtió en una ley que otorgó asistencia alimentaria y sanitaria a varios millones de argentinos), y el proyecto (también aprobado) de derogación de las jubilaciones de privilegio. En cambio, casi una decena de otras iniciativas quedó en el camino.

La consulta popular, a diferencia de la iniciativa popular, debe ser convocada por el propio Congreso o por el Poder Ejecutivo Nacional, que consultan a la sociedad sobre una determinada ley o política (en esos casos se denomina referéndum) o bien sobre cuestiones de Estado excepcionales (conocido como plebiscito), como, por ejemplo, la anexión o la cesión de determinado territorio al país.

Consulta popular

Art. 40.- El Congreso, a iniciativa de la Cámara de Diputados, podrá someter a consulta popular un proyecto de ley. La ley de convocatoria no podrá ser vetada. El voto afirmativo del proyecto por el pueblo de la Nación lo convertirá en ley y su promulgación será automática.
El Congreso o el presidente de la Nación, dentro de sus respectivas competencias, podrán convocar a consulta popular no vinculante. En este caso el voto no será obligatorio.
El Congreso, con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, reglamentará las materias, procedimientos y oportunidad de la consulta popular.
Son deliberaciones públicas tomadas por el pueblo como cuerpo electoral y cuerpo de legislación. 

El Congreso podrá someter a consulta popular todo asunto de interés general, excepto los proyectos de ley cuyo procedimiento de sanción se encuentre especialmente reglado por la Constitución Nacional. La ley de convocatoria no podrá ser vetada. 

Consulta popular vinculante 
El voto de la ciudadanía será obligatorio y se regirá por el voto de la ley electoral. La ley de convocatoria a consulta popular vinculante deberá ser aprobada con el voto de la mayoría absoluta de miembros presente en cada una de las cámaras y la iniciativa debe tener lugar en la Cámara de Diputados, ya que representa la totalidad del pueblo de la Nación. Cuando un proyecto de ley sometido a consulta popular vinculante obtenga la mayoría de votos válidos afirmativos, se convertirá automáticamente en ley, de lo contrario podrá ser reiterado solo después de dos años. La convocatoria de este tipo de consulta no podrá ser vetada por el Poder Ejecutivo, como tampoco el resultado que arroje la consulta. 
Consulta popular no vinculante 

El voto de la ciudadanía no será obligatorio. La convocatoria realizada por el Poder Ejecutivo deberá efectuarse mediante decreto con el acuerdo de los ministros. Si es convocada por cualquiera de las Cámaras del Congreso deberá ser aprobada por el voto de la mayoría absoluta de los presentes en cada una de ellas. Cuando un proyecto de ley sometido a consulta popular no vinculante obtenga el voto afirmativo de la mayoría absoluta de votos validos emitidos, deberá ser tratada por el Congreso, quedando automáticamente incorporado al plan de labor parlamentaria de la Cámara de Diputados de la sesión siguiente a la fecha de proclamación del resultado de la consulta.

El objetivo de las consultas no vinculantes es que tanto el Poder Legislativo como el Ejecutivo  tengan la posibilidad de conocer la opinión del pueblo sobre un asunto administrativo o legislativo, para decidir mejor en vistas al bienestar general. Estas consultas no vinculantes son informativas. 

Defensor del pueblo

Su objetivo inicial fue fiscalizar la gestión de la administración pública, por parte del Poder Legislativo, de quien depende y quien debe rendir cuenta de su gestión. Es en sus orígenes, un mecanismo de sistemas parlamentario. 

Posteriormente, entre sus fines se ha incluido la promoción, el ejercicio y la defensa de los derechos humanos. 

Con la reforma constitucional de 1994, se sanciono el nuevo articulo 86 de la Constitución Nacional, que regula el instituto del “defensor del pueblo” complementado por la leyes 24.284 y 24.379. Lo define como un órgano independiente instituido en el ámbito del congreso.

El defensor del pueblo es designado y removido por el congreso con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de cada una de las cámaras. La ley 24.284 ha previsto como causales de cese, además del vencimiento del plazo de designación (5 años), la renuncia, la condena firme por el delito doloso, la incapacidad sobreviviente, notoria negligencia o situación de incompatibilidad. 

Sus funciones son por un lado de protección y defensa “de los derechos humanos y demás derechos, garantías e intereses tutelados en esta Constitución y las leyes, ante hechos, actos u omisiones de la administración”, y por otro la de controlar el ejercicio de las funciones administrativas públicas. 

Auditoria General de la Nación
La reforma de 1994 dio jerarquía constitucional a la Auditoria General de la Nación, órgano que ya había sido creado por la ley 24.156.

El nuevo articulo 85 de la Constitución Nacional la define como un “organismo de asistencia técnica del Congreso, con autonomía funcional”. 

El presidente de la misma es designado a propuesta del partido político de oposición con mayor número de legisladores en el Congreso. La ley 24.156 estableció que la Auditoria General de la Nación se integraba con siete miembros, tres nombrados por el senado, tres por diputados y el séptimo por resolución conjunta de los presidentes de las dos cámaras. Su estructura orgánica y reglas básicas de actuación se establecen por la Comisión Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas, y por las comisiones de presupuesto y hacienda de cada cámara del Congreso. La función de la auditoria es, básicamente la de fiscalización - en ciertas áreas – del comportamiento del Poder Ejecutivo. Intervendrá necesariamente en el trámite de aprobación o rechazo de las cuentas de percepción e inversión de los fondos públicos. 
Órgano legislativo en la provincia de Buenos Aires
El Poder Legislativo de la Provincia es ejercido por dos Cámaras, una de Diputados y otra de Senadores.
Cámara de Senadores
Está compuesto por cuarenta y seis senadores, los requisitos para ser electo como tal dispone: haber cumplido los treinta años de edad, ser ciudadano natural en ejercicio ó legal después de cinco años de obtenida la ciudadanía, y con una residencia inmediata de un año para los que no sean nacidos en la Provincia y no ejercer ningún cargo a sueldo en la Provincia o en la Nación.
Los senadores deben residir en la Provincia mientras dure su mandato. El cargo de senador durará cuatro años, pero la Cámara se renovará por mitad cada dos años, por lo tanto las elecciones legislativas se llevan a cabo cada dos años.
El Senado se rige por un reglamento especial, mediante el cual son designados sus funcionarios y empleados. El presidente de la Cámara es el Vicegobernador, quien solo vota en caso de empate.
Para funcionar necesita mayoría absoluta del total de sus miembros, pero en el caso en que haya un número menor puede reunirse para acordar las medidas que consideren convenientes para obligar a los inasistentes. Las sesiones son públicas, pero pueden ser secretas cuando hay acuerdo de la mayoría para que así sea.

La Cámara de Senadores juzga a juicio público a los acusados por la Cámara de Diputados, en caso de que el acusado fuese el Gobernador o Vicegobernador de la Provincia, deberá presidir el Senado el Presidente de la Suprema Corte de Justicia, pero el mismo no tendrá voto. En estos casos el Senado no tendrá más efecto que destituir al acusado y negarlo a ocupar puestos de honor o a sueldo de la Provincia. 
Otra de sus atribuciones es prestar su acuerdo a los nombramientos que debe hacer el Poder Ejecutivo y le presenta una terna alternativa para el nombramiento de tesorero y subtesorero, contador y subcontador de la Provincia.
Cámara de Diputados
Esta compuesto por noventa y dos diputados, El cargo de durará cuatro años, pero la Cámara se renovará por mitad cada dos años. Debe tener ciudadanía natural en ejercicio, o legal después de cinco años de obtenida, y residencia inmediata de un año para los que no sean hijos de la Provincia y 22 años de edad. 

El cargo es incompatible con el de empleado a sueldo de la Provincia o de la Nación, y de miembro de los directorios de los establecimientos públicos de la Provincia. Exceptuándose los del magisterio en ejercicio y las comisiones eventuales.

El artículo 73 de la Constitución Provincial describe las atribuciones específicas de la Cámara de Diputados:

Prestar su acuerdo al Poder Ejecutivo para el nombramiento de los miembros del Consejo General de Cultura y Educación. Acusar ante el Senado al gobernador de la Provincia y sus ministros, al vicegobernador, a los miembros de la Suprema Corte de Justicia, al procurador y subprocurador general de la misma, y al fiscal de Estado por delitos en el desempeño de sus funciones o falta de cumplimiento a los deberes de su cargo. Para usar de esta atribución, deberá proceder una sanción de la Cámara por dos tercios de votos de sus miembros presentes, que declare que hay lugar a formación de causa. Cualquier habitante de la Provincia tiene acción para denunciar ante la Cámara de Diputados el delito o falta, a efectos de que se promueva la acusación. La ley determinará el procedimiento de estos juicios.
Atribuciones del Órgano Legislativo Provincial
Establecer los impuestos y las contribuciones necesarias para los gastos de servicio público; fijar el cálculo de recursos y el presupuesto de gastos; crear y suprimir empleos; fijar las divisiones territoriales; conceder indultos y acordar amnistías por delitos de sedición en la Provincia; conceder privilegios por un tiempo limitado a los autores o inventores, perfeccionadores y primeros introductores de nuevas industrias que se llevarán a cabo únicamente en la Provincia; dictar leyes para hacer efectivas las responsabilidades de todos los recaudadores de rentas y tesoreros de la Provincia y sus municipios, y para hacer efectivas las responsabilidades civiles de los funcionarios públicos; aprobar o desechar los tratados que el Poder Ejecutivo celebrase con otras provincias; discernir honores y recompensas pecuniarias por una sola vez, y con dos tercios de votos del número total de los miembros de cada Cámara, por servicios distinguidos prestados a la Provincia; dictar la Ley Orgánica del Montepío Civil; organizar la carrera administrativa, y por último; dictar todas aquellas leyes necesarias para el mejor desempeño de las anteriores atribuciones y para todo asunto de interés publico y general de la Provincia, cuya naturaleza y objeto no corresponda privativamente a los poderes nacionales. 
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